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SENTENCIA DE TUTELA – SEGUNDA INSTANCIA 
RAD. 540014003002-2021-00056-01 

 
 

San José de Cúcuta, veintitrés (23) de marzo de dos mil veintiuno (2021). 
 
Decídase la impugnación formulada por la accionante en contra del fallo que en este 
asunto fuere proferido por el Juzgado Segundo Civil Municipal de Cúcuta, el día 5 de 
febrero de 2021. 
 

ANTECEDENTES: 
 
MAYERLI CAROLINA TORRES GARCÍA actuando en nombre propio, instauró acción de 
tutela contra la EMPRESA GRAN COLOMBIA DE AVIACIÓN S.A.S., por considerar vulnerado 
su derecho fundamental de petición con ocasión de las circunstancias que seguidamente, 
y en compendio, así se relacionan: 
 
El 23 de diciembre de 2020, solicitó mediante derecho de petición enviado al correo 
electrónico dazad@gcolair.com y de forma física a la empresa Coordinadora Mercantil 
S.A., en el cual solicitó se le informara sobre el valor o monto de dinero devengado por 
ARMANDO GUTIÉRREZ FARFÁN como trabajador de esa empresa. También solicitó 
información sobre el valor de las primas legales y extralegales devengadas por él.  
 
De igual manera que solicitó se le informara que EPS y fondo de pensiones se encuentra 
afiliado se encontraba afiliado el trabajador.  
 
Asimismo, que la anterior petición fue requerida como madre y representante legal de la 
menor ISABELLA GUTIÉRREZ TORRES, hija del trabajador conforme consta en el registro 
civil de nacimiento para adelantar demanda de aumento de cuota de alimentos.  
 
Finalmente, sostuvo que al momento de presentar la acción constitucional de tutela no ha 
recibido respuesta alguna por parte de la citada entidad, solicitando de ese modo, se 
ampare su derecho fundamental de petición.  
 
Una vez avocado el conocimiento de la misma enteró a la entidad accionada, con el 
propósito que rindiese el informe de contradicción y defensa.  
 
Dentro del término concedido, la empresa GRAN COLOMBIA DE AVIACIÓN S.A.S., indicó 
que en efecto era cierto que la accionante presentó derecho de petición en el que solicitó 
de manera certificada información sobre el valor o monto de dinero devengado por 
ARMANDO GUTIÉRREZ FARFÁN quien labora en esa compañía como piloto comercial. 
Asimismo, y pese a que se aportó una serie de documentos como madre de la menor, 
como compañía empleadora, no está facultado, ni autorizado para realizar valoración de 
dichos documentos. Alegó que no era cierto que no se hubiere dado contestación alguna 
teniendo en cuenta que el 29 de enero de 2021, le fue enviado al correo electrónico 
mayerli.torres24@gmail.com, desde el correo corporativo de la entidad 
dazad@gcolair.com el escrito de respuesta.  
 
Seguidamente el Juzgado dictó sentencia en la negó el amparo invocado.  
 
 

EL FALLO DE PRIMERA INSTANCIA: 
 
Para decidir como lo hizo, el fallador de primer grado, luego de hacer una breve relación 
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de los hechos que dan origen a la solicitud de amparo y de la actuación procesal, negó el 
amparo invocado, en tanto que la accionada dio respuesta de fondo, indicando los 
motivos por los cuales no podía acceder a proporcionar la información solicitada. 
 
 

ARGUMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN: 
 
Con el fallo que en apretada síntesis se dejó referido, se mostró en desacuerdo la 
accionante respecto de la decisión de amparar su derecho de petición.  
 
 

CONSIDERACIONES: 
 

La acción de tutela es un recurso efectivo de defensa de los derechos y garantías 
fundamentales que tiene toda persona para prevenir, precaver o hacer cesar aquellos 
actos u omisiones que les afectan provenientes tanto de la esfera pública como privada. 
Herramienta que se encuentra instituido en el artículo 86 de la Constitución Política, 
legislación interna que resulta tono con el contenido de la Declaración de Universal de 
Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de la Naciones 
Unidas de 1966. 
 
En asunto bajo estudio, la accionante acusó de lesivo de su derecho fundamental de 
petición, la precisa circunstancia que la empresa GRAN COLOMBIA S.A.S. no hubiere 
otorgado respuesta alguna de fondo alguna a la petición que hiciere la accionante el día 
23 de diciembre de 2020. 
 
Advirtiéndose que en el caso sub-examine se encuentran legitimados tanto por activa 
MAYERLI CAROLINA TORRES BARRIGA, como por pasiva la empresa GRAN COLOMBIA 
S.A.S., en tanto que la primera dijo ser la directamente afectada y el segundo es de quien 
se precisó deviene la presunta vulneración de la garantía referida. 
 
Al igual que en torno al requisito de subsidiaridad desde que “la tutela es un mecanismo 
idóneo para proteger el derecho de petición de los administrados, toda vez que por medio 
del mismo se accede a muchos otros derechos constitucionales”. De acuerdo con lo 
anterior, la Corte ha estimado “que el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto 
un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que 
quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de 
ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo”1. 
 
Pues bien en tratándose del derecho de petición el artículo 23 de la Constitución Política 
de 1991, toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas ante las 
autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener una pronta resolución. 
Tal derecho permite hacer efectivos otros derechos de rango constitucional, por lo que ha 
sido considerado por la jurisprudencia como un derecho de tipo instrumental, en tanto 
que es uno de los mecanismos de participación más importantes para la ciudadanía, pues 
es el principal medio que tiene para exigir a las autoridades el cumplimiento de sus 
deberes. 
 
El derecho de petición, según la jurisprudencia constitucional, tiene una finalidad doble: 
por un lado permite que los interesados eleven peticiones respetuosas a las autoridades y, 
por otro, garantiza una respuesta oportuna, eficaz, de fondo y congruente con lo 
solicitado. Ha indicado la Corte que “(…) dentro de sus garantías se encuentran (i) la 
pronta resolución del mismo, es decir que la respuesta debe entregarse dentro del término 
legalmente establecido para ello; y (ii) la contestación debe ser clara y efectiva respecto de 
lo pedido, de tal manera que permita al peticionario conocer la situación real de lo 
solicitado”. En esa dirección también ha sostenido que a este derecho se adscriben tres 
posiciones: “(i) la posibilidad de formular la petición, (ii) la respuesta de fondo y (iii) la 

                                                
1 Corte Constitucional. Sentencia T 419 de 2013. 
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resolución dentro del término legal y la consecuente notificación de la respuesta al 
peticionario”. 
 
El primer elemento, busca garantizar la posibilidad efectiva y cierta que tienen las 
personas de presentar solicitudes respetuosas ante las autoridades y los particulares en 
los casos establecidos por la ley, sin que se puedan abstener de recibirlas y por lo tanto de 
tramitarlas. Al respecto, la sentencia C-951 de 2014 indicó que “los obligados a cumplir 
con este derecho tienen el deber de recibir toda clase de petición, puesto que esa 
posibilidad hace parte del núcleo esencial del derecho”. 
 
El segundo elemento implica que las autoridades públicas y los particulares, en los casos 
definidos por la ley, tienen el deber de resolver de fondo las peticiones interpuestas, es 
decir que les es exigible una respuesta que aborde de manera clara, precisa y congruente 
cada una de ellas; en otras palabras, implica resolver materialmente la petición. La 
jurisprudencia ha indicado que una respuesta de fondo deber ser: “(i) clara, esto es, 
inteligible y contentiva de argumentos de fácil comprensión; (ii) precisa, de manera que 
atienda directamente lo pedido sin reparar en información impertinente y sin incurrir en 
fórmulas evasivas o elusivas; (iii) congruente, de suerte que abarque la materia objeto de 
la petición y sea conforme con lo solicitado; y (iv) consecuente con el trámite que se ha 
surtido, de manera que, si la respuesta se produce con motivo de un derecho de petición 
elevado dentro de un procedimiento del que conoce la autoridad de la cual el interesado 
requiere la información, no basta con ofrecer una respuesta como si se tratara de una 
petición aislada o ex novo, sino que, si resulta relevante, debe darse cuenta del trámite que 
se ha surtido y de las razones por las cuales la petición resulta o no procedente”. En esa 
dirección, este Tribunal ha sostenido “que se debe dar resolución integral de la solicitud, 
de manera que se atienda lo pedido, sin que ello signifique que la solución tenga que ser 
positiva”2. 
 
El tercer elemento se refiere a dos supuestos. En primer lugar, (i) a la oportuna resolución 
de la petición que implica dar respuesta dentro del término legal establecido para ello. Al 
respecto, la Ley 1755 de 2015 en el artículo 14 fijó el lapso para resolver las distintas 
modalidades de peticiones. De dicha norma se desprende que el término general para 
resolver solicitudes respetuosas es de 15 días hábiles, contados desde la recepción de la 
solicitud. La ausencia de respuesta en dicho lapso vulnera el derecho de petición. En 
segundo lugar, al deber de notificar que implica la obligación del emisor de la respuesta de 
poner en conocimiento del interesado la resolución de fondo, con el fin que la conozca y 
que pueda interponer, si así lo considera, los recursos que la ley prevé o incluso demandar 
ante la jurisdicción competente. Se ha considerado que la ausencia de comunicación de la 
respuesta implica la ineficacia del derecho. En ese sentido, la sentencia C951 de 2014 
indicó que “el ciudadano debe conocer la decisión proferida por las autoridades para ver 
protegido efectivamente su derecho de petición, porque ese conocimiento, dado el caso, es 
presupuesto para impugnar la respuesta correspondiente” y, en esa dirección, “la 
notificación es la vía adecuada para que la persona conozca la resolución de las 
autoridades, acto que debe sujetarse a lo normado en el capítulo de notificaciones de la 
Ley 1437 de 2011”. 
 
Fijados los lineamientos constitucionales y jurisprudenciales, una vez observadas las 
pruebas obrantes del expediente de tutela, importa decir que aquí la accionante MAYERLI 
CAROLINA, refirió haber elevado derecho de petición ante la empresa GRAN COLOMBIA 
S.A.S., el 23 de diciembre de 2020 en el que solicitó información sobre el valor o monto de 
dinero devengado por ARMANDO GUTIÉRREZ FARFÁN, así como valor de primas legales y 
extralegales, entre otras, como trabajador de la referida compañía.  
 
Asimismo, que el 29 de enero de 2019, la accionante recibió contestación de parte de la 
entidad donde le informan que no era posible entregar la misma por ser información 
sujeta a reserva legal.  
 

                                                
2 Corte Constitucional. Sentencia T-206 de 2018. 
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Conforme lo expuesto, es claro que no se encuentra vulnerado el derecho fundamental 
alegado por la actora teniendo en cuenta que la entidad si atendió la solicitud, de forma 
desfavorable para ella pero otorgó la respuesta precisa para el asunto.  

 
Recuérdese que el derecho de petición no traduce que toda petición deba ser atendida 
favorablemente para el petente. En este caso se trata que ARMANDO GUTIÉRREZ FARFÁN 
es quien es quien se encuentra acreditado para solicitar certificaciones de esa índole. 

 
La información reservada, por versa sobre información personal y sobre todo por su 
estrecha relación con los derechos fundamentales del titular - dignidad, intimidad y 
libertad- se encuentra reservada a su órbita exclusiva y no puede siquiera ser obtenida ni 
ofrecida por autoridad judicial en el cumplimiento de sus funciones.  
 
El derecho al acceso de datos personales tiene fundamento en el artículo 15 de la 
Constitución Política el cual reconoce los derechos de las personas a la intimidad personal, 
al buen nombre, y a conocer, actualizar y rectificar la información que se haya recogido 
sobre ellas en los diferentes bancos de datos y en los archivos de entidades públicas y 
privadas. En la recolección, tratamiento y circulación de datos se respetarán la libertad y 
demás garantías consagradas en la Constitución. Asimismo, señala la obligación que tiene 
el Estado de hacer respetar dichos derechos.  
 
En tal sentido, la Sentencia T-050 de 2016 señala que “(…) el derecho a la intimidad 
comprende garantizar la privacidad de la vida personal y familiar del sujeto, implicando 
una abstención por parte del Estado o de terceros de intervenir injustificada o 
arbitrariamente en dicho ámbito (…)”.  
 
Asimismo, en reiterada jurisprudencia la Corte Constitucional ha precisado los elementos 
que componen dicho derecho. En sus inicios, consideró que este se encontraba 
directamente relacionado con la eficacia del derecho a la intimidad3; luego lo identificó 
como un derecho autónomo derivado del artículo 15 Superior, estableció sus 
características4 y exhortó al Legislador para que lo regulara ante el incremento de los 
riesgos del poder informático5. Mediante Sentencia T-414 de 1992, indicó que toda 
persona, “(…) es titular a priori de este derecho y el único legitimado para permitir la 
divulgación de datos concernientes a su vida privada. Su finalidad es la de asegurar la 
protección de intereses morales; su titular no puede renunciar total o definitivamente a la 
intimidad pues dicho acto estaría viciado de nulidad absoluta”.  (Resaltado del Despacho) 
 
En concordancia con lo anterior, en lo que corresponde a los asuntos sometidos a reserva, 
el marco normativo actual se encuentra en el artículo 24 de la Ley 1437 de 2011 o Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en el que se dispone 
que “(…) Artículo 24. Informaciones y documentos reservados. Sólo tendrán carácter 
reservado las informaciones y documentos expresamente sometidos a reserva por la 
Constitución o la ley, y en especial: 1. Los protegidos por el secreto comercial o industrial. 
2. Los relacionados con la defensa o seguridad nacionales. 3. Los amparados por el secreto 
profesional. 4. Los que involucren derechos a la privacidad e intimidad de las personas, 
incluidas en las hojas de vida, la historia laboral y los expedientes pensionales y demás 
registros de personal que obren en los archivos de las instituciones públicas o privadas, así 
como la historia clínica, salvo que sean solicitados por los propios interesados o por sus 
apoderados con facultad expresa para acceder a esa información. 5. Los relativos a las 
condiciones financieras de las operaciones de crédito público y tesorería que realice la 
Nación, así como a los estudios técnicos de valoración de los activos de la Nación. Estos 
documentos e informaciones estarán sometidos a reserva por un término de seis (6) meses 
contados a partir de la realización de la respectiva operación.” (Resaltado del Despacho) 

 
Los límites al derecho de acceso a la información sólo serán constitucionalmente 
legítimos si tienen la finalidad de proteger derechos fundamentales o bienes 

                                                
3 Sentencia T 414 de 1992. 
4 Sentencias SU-082 de 1995 y T-527 de 2000. 
5 Sentencia T-729 de 2002. 
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constitucionalmente valiosos como (i) la seguridad nacional, (ii) el orden público, (iii) la 
salud pública y (iv) los derechos fundamentales y si además resultan idóneos (adecuados 
para proteger la finalidad constitucionalmente legítima) y necesarios para tal finalidad, es 
decir, las medidas que establecen una excepción a la publicidad de la información pública 
deben ser objeto de un juicio de proporcionalidad. Así, por ejemplo, se han considerado 
legítimas las reservas establecidas (1) para garantizar la defensa de los derechos 
fundamentales de terceras personas que puedan resultar desproporcionadamente 
afectados por la publicidad de una información; (2) para garantizar la seguridad y defensa 
nacional; (3) para asegurar la eficacia de las investigaciones estatales de carácter penal, 
disciplinario, aduanero o cambiario; (4) con el fin de garantizar secretos comerciales e 
industriales.  

  
En conclusión, el derecho a la intimidad comprende aquellos datos, comportamientos, 
situaciones o fenómenos que normalmente están sustraídos del conocimiento de terceros 
y exige un profundo respeto por parte del Estado y de la sociedad, en cuanto se vincula 
con la forma como una persona construye su identidad y le permite llevar una vida 
corriente frente a los demás. En circunstancias especiales se admite su limitación, siempre 
que las restricciones que se impongan se justifiquen en la realización de intereses 
superiores y no conduzcan a una afectación del núcleo esencial del derecho.  
 
Pues bien: como se observa de lo expuesto, es claro que tanto el artículo 24 del CPACA 
como el artículo 18 de la 1712 de 2014, constituyen ejemplos de reservas legales, por 
virtud de las cuales una autoridad puede rechazar o negar la entrega de un documento 
público, cuando el contenido del mismo afecte intereses que, en determinadas 
circunstancias, adquieren un peso específico respecto del derecho de acceso a la 
información, como ocurre, entre otras, en los casos en que se tratan datos relativos a la 
seguridad nacional, al secreto industrial o al amparo del derecho a la intimidad de las 
personas. 

 
Luego entonces, no es violatorio del derecho fundamental de petición la respuesta 
otorgada por la empresa GRAN COLOMBIA S.A.S., así como que tampoco merece merecer 
reparo alguno lo decidido por el Juzgado por lo que se confirmará en su integralidad el 
fallo impugnado. 
 

Por lo expuesto el JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA, administrando 
justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,  
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 5 de febrero de 2021 por el Juzgado 
Segundo Civil Municipal de Cúcuta, por las razones expuestas por este Despacho. 
 
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes de la presente decisión para los fines que sean 
conducentes como lo dispone el artículo 30 del Decreto 2591. 
 
TERCERO: REMITIR a la Honorable Corte Constitucional lo actuado, en el término legal 
para una eventual revisión del presente fallo. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
DIANA MARCELA TOLOZA CUBILLOS 

JUEZ2 

 
Firmado Por: 

 
DIANA MARCELA TOLOZA CUBILLOS  

JUEZ CIRCUITO 
JUZGADO 004 CIVIL DEL CIRCUITO CUCUTA 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el 

decreto reglamentario 2364/12 
 

Código de verificación: c0ce728dc9e2c9c3b1b93ab42a658a835b0389b43bb31a0d8183a8570f6f9a71 
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   GASTOS ISABELLA GUTIERREZ 

 

COLEGIO…………………………………………………………….$ 242.000 

TRANSPORTE ,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,,$ 200.00o 

DESCANSO …………………………………………………………$ 220.000 

ASESORIA MATEMATICAS …………………………………$ 210.000 

NATACION …………………………………………………………$ 190.000 

DESCANSO NATACION ………………………………………$ 120.000 

ARRIENDO …………………………………………………………$ 300.000 

COMIDA ……………………………………………………………..$ 300.000 

PRODUCTOS DETERGENTES HIPOALERGICO ……..$  70.000 

CONTROL DE LOS LENTES CADA 6 MS………………….$ 500.000 

CONSULTA DE CADA CONTROL …………………………..$  40.000 

HIGIENE PERSONAL ……………………………………………$   80.000 

ROPA …………………………………………………………………..$ 500.000 

SALUD …………………………………………………………………$ 200.000 

MEDICINA ……………………………………………………………$ 100.000 

RECREACION ……………………………………………………….$ 180.000 

 

 

Total Gastos Mensuales 

…….$ 3.452.000 
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